
Marco Normativo Anti-Trata en Colombia 
 

 
 
En marzo de 2003, el Congreso de Colombia aprobó la Ley 800, por medio de la cual se aprueban 
la "Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional" y el 
"Protocolo para Prevenir, Reprimir y sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional", adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas el quince (15) de 
noviembre de dos mil (2000). 
 
Recordemos que el propósito de la Convención es promover la cooperación para prevenir y 
combatir más eficazmente la delincuencia organizada transnacional. 
 

https://www.mininterior.gov.co/sites/default/files/ley_800_2003.pdf


 

En agosto de 2005, el Congreso de Colombia expidió la Ley 985, cuyo objeto es adoptar medidas 
de prevención, protección y asistencia necesarias para garantizar el respeto de los derechos 
humanos de las víctimas y posibles víctimas de la Trata de personas, tanto las residentes o 
trasladadas en el territorio nacional como las colombianos en el exterior. Dicha ley modificó el 
anterior tipo creado en la ley 747 de 2002, entendiendo el artículo 188A de la siguiente manera:  
Artículo 188A. Trata de personas: El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del 
territorio nacional o hacia el exterior, con fines de explotación, incurrirá en prisión de trece (13) a 
veintitrés (23) años y una multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. Para efectos de este artículo se entenderá por explotación el obtener 
provecho económico o cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la 
explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios 
forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de 
la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el turismo sexual u otras 
formas de explotación.  
*El consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este artículo 
no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal.  
 
**Es muy importante mencionar el aspecto del consentimiento, debido a que la autoridad judicial 
podría no proceder judicialmente argumentando que las víctimas han dado su consentimiento a 
ser explotadas (sobre todo en los casos de explotación sexual).  
 
El artículo 4 de la Ley 985 contempla la creación de una Estrategia Nacional, eje de la política 
estatal en este tema, mediante la cual el Estado colombiano está invitado a elaborar mecanismos 
de prevención, protección y asistencia a las víctimas, como también la judicialización de los 
tratantes.  
 
Hasta la fecha se han expedido 3 Estrategias Nacionales: 
 
La Estrategia Nacional 2007-2012, adoptada mediante Decreto 4786 de 2008.  
En esta primera Estrategia se definen cuatro ejes transversales, orientadores de la acción del 
Estado central y local:  
a) Eje de Prevención, cuyo objetivo es prevenir la trata de personas a través de programas, 

proyectos y medidas, desarrolladas por las autoridades públicas en un trabajo conjunto con 
organizaciones de la sociedad civil y del sector privado en general, y organizaciones 
internacionales.  

 

https://www.mininterior.gov.co/sites/default/files/ley_985.pdf
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=6881
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=34645


 

b) Eje de Protección y Asistencia a Víctima y Testigos, cuyo objetivo es garantizar la asistencia y 
la protección integral y calificada a las víctimas de trata de personas, desarrollando los 
mecanismos de protección integral dentro de los sistemas administrativos, investigativos y 
judiciales.  

c) Eje de Cooperación Internacional de Lucha contra la Trata de Personas, cuyo objetivo es 
fortalecer los mecanismos de cooperación internacional en el ámbito bilateral, regional y 
multilateral, para optimizar la lucha integral contra la trata de personas.  

d) Eje de Investigación y Judicialización, cuyo objetivo es fortalecer a las entidades del Estado 
encargadas de la investigación y judicialización del delito de trata de personas que permita 
ser más eficaces y eficientes en la persecución y sanción de la conducta punible.  

 
En el año 2016, el Estado colombiano expidió la Estrategia Nacional de Lucha Contra la Trata de 
Personas para el periodo 2016-2018, mediante Decreto 1036/2016. 
A diferencia de la anterior Estrategia, en esta los ejes transversales eran: 
a) Eje de coordinación y sostenibilidad, cuyo objetivo es impulsar la actuación coherente y 

armoniosa interinstitucional e intersectorial de las funciones, acciones y recursos, además de 
asegurar la sostenibilidad de las mismas. De esta manera, se evita la duplicidad de esfuerzos, 
se logra el uso eficiente de los recursos y se asegura que las acciones emprendidas puedan 
tener mayor impacto. 

b) Eje de Prevención, cuyo objetivo es promover el diseño y puesta en marcha de estrategias, 
programas, planes y proyectos dirigidos a informar, sensibilizar, socializar y empoderar a la 
población frente a la existencia del delito de Trata de personas –prácticas, conductas e 
imaginarios que lo naturalizan y lo legitiman, sus modalidades y consecuencias– y acciones 
sociales, económicas y culturales a fin de desalentar las causas y factores de riesgo, y la 
demanda que propicia cualquier forma de explotación, conducente a la trata de personas, 
especialmente de mujeres y niños. 

c) Eje de Protección y Asistencia, cuyo objetivo es proteger y asistir de manera integral, 
calificada y diferenciada a las víctimas de la trata personas, de manera inmediata y mediata, 
para la efectiva restitución de sus derechos, a través del fortalecimiento de la capacidad 
institucional y administrativa, nacional, territorial y en los Consulados de Colombia en el 
exterior. 

d) Eje de Investigación y Judicialización, cuyo objetivo es fortalecer la investigación y 
judicialización del delito de trata personas para ser más eficaz y eficiente su persecución y 
sanción, garantizando la administración de justicia. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=73676
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=73676


 

e) Eje de Cooperación Internacional, cuyo objetivo es fortalecer y desarrollar mecanismos de 
cooperación internacional en el ámbito bilateral, regional, subregional y multilateral para 
avanzar en la lucha contra la trata de personas. 

f) Eje de generación y gestión del conocimiento, cuyo objetivo es desarrollar un mecanismo de 
información, investigación y estudio relativo a causas, modalidades, fines de explotación, 
tendencias, particularidades regionales (nacional e internacionalmente) y consecuencias la 
de trata de personas, con el fin de generar conocimiento que sirva de insumo al desarrollo de 
políticas públicas efectivas y a una mayor comprensión de este fenómeno. 

g) Eje de Seguimiento y evaluación, cuyo objetivo es establecer medidas de monitoreo, 
seguimiento periódico y evaluación de las acciones implementadas en el marco de la 
Estrategia, con el fin de reorientar y fortalecer de forma permanente las acciones 
desarrolladas. 

 
La sociedad civil y los actores involucrados podrán participar en la evaluación de la presente 
Estrategia nacional, de acuerdo con los procedimientos establecidos por el comité 
interinstitucional para la Lucha contra la Trata de personas. 
 
En el artículo 13 de la Ley 985/2005 se contempla la creación del Comité Interinstitucional para 
la Lucha contra la Trata de Personas, organismo consultivo del Gobierno Nacional y ente 
coordinador de las acciones que desarrolle el Estado colombiano a través de la Estrategia Nacional 
para la Lucha contra la Trata de Personas. Es conformado por las siguientes entidades del orden 
nacional: 
Ministerio del Interior, Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministerio de Salud y Protección Social, 
Ministerio de Educación, Unidad Administrativa Migración Colombia, Policía Nacional, Fiscalía 
General de la Nación, Procuraduría General de la Nación, Defensoría del Pueblo, Interpol, Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, Unidad Administrativa Especial de Información y Análisis 
Financiero, Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, Ministerio de Defensa, Ministerio 
de Tecnologías, Información y Comunicaciones, Ministerio del Comercio, Industria y Turismo, 
Ministerio de Justicia, Ministerio de Trabajo, Alta Consejería Presidencial para los Derechos 
Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. 
 
El Comité promoverá la creación de Comités Regionales departamentales y/o municipales contra 
la trata de personas, los cuales estarán presididos por los correspondientes gobernadores o 
alcaldes, que deberán contar también con una entidad que actuará como Secretaría Técnica. La 
Estrategia Nacional adoptada por el Comité será la base de su formulación de acción contra la 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=17416


 

Trata local, haciendo los ajustes necesarios que consulten las especificidades del territorio y la 
población respectiva. 
El Capítulo IV de la Ley 985 de 2005 establece la necesidad de desarrollar y reglamentar los 
programas de asistencia y protección de la política pública contra la trata de personas, en 
consideración a que la asistencia a las víctimas de la trata de personas es uno de los ejes que 
integran la política nacional e internacional de lucha antitrata, y por lo tanto requiere ser 
desarrollada de manera integral y específica. 
 
Nueve años después de la adopción de la Ley 985/2005, en el 2014 se expide el Decreto 1069 
(recogido por el Decreto 1066/2015), cuyo objetivo es reglamentar las competencias, beneficios, 
procedimientos y trámites que deben adelantar las entidades responsables en la adopción de las 
medidas de protección y asistencia a las personas víctimas del delito de la trata de personas. 
 

 
 

 
 
El Decreto menciona las medidas de asistencia y protección que las entidades deben proveer a 
las víctimas de Trata de personas en Colombia, a la luz de los principios y directrices 
recomendados: la no detención o enjuiciamiento por delitos relacionados con la condición de 
víctima de trata; protección y apoyo a víctimas; asistencia jurídica, protección y permisos de 
residencia temporales; derechos y necesidades de los niños; y regreso voluntario y en condiciones 
de seguridad. 
 
  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=57693


 

¿Cuáles son las entidades responsables de asistir y proteger a las víctimas de la Trata de personas 
en Colombia? 
 
En el ámbito nacional:  
Ministerio del Interior, Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministerio de Salud y Protección 
Social, Ministerio de Trabajo, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar -ICBF, Policía Nacional - 
Interpol, Fiscalía General de la Nación, Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, 
Defensoría del Pueblo, Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA. 
 
En este listado entran también la Registraduría Nacional del Estado Civil y el Instituto Colombiano 
de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior (Icetex).  
 
En el ámbito territorial:  
Departamentos, distritos, municipios y sus entidades descentralizadas, en el ámbito de sus 
competencias.  
 
Organismos de control:  
Defensoría del Pueblo: adelanta acciones de gestión directa e inmediata con las instituciones para 
asegurar el respeto por los derechos de las víctimas de la trata de personas, así como su 
competencia en materia de asistencia jurídica. 
Procuraduría General de la Nación: vigila la acción de las instituciones que tienen obligaciones 
frente a la asistencia de las víctimas de la trata de personas. 
Contraloría General de la República: ejercerá, dentro del marco de sus funciones, control expedito 
sobre la utilización de los recursos de la cuenta especial destinada a la lucha contra la trata de 
personas.  
 
Organismos que adelantan funciones de investigación, protección a víctimas y testigos 
intervinientes en el proceso penal.  
La Fiscalía General de la Nación, conforme a sus facultades legales, brindará protección a testigos 
y víctimas de la trata de personas y a sus familiares hasta el primer grado de consanguinidad, 
primero de afinidad, primero civil, y al cónyuge, compañero o compañera permanente, durante 
todo el proceso penal o mientras subsistan los factores de riesgo que lo justifiquen. 
 
El Decreto 1066 de 2015 sobre asistencia a víctimas de Trata de personas condicionaba la 
provisión de servicios de asistencia mediata a la obligación de la respectiva denuncia penal por 

https://tratadepersonas.mininterior.gov.co/
https://www.cancilleria.gov.co/
https://www.minsalud.gov.co/Portada2021/index.html
https://www.minsalud.gov.co/Portada2021/index.html
https://www.mintrabajo.gov.co/web/guest/ofertas-fraudulentas
https://www.icbf.gov.co/
https://www.policia.gov.co/dijin
https://www.policia.gov.co/dijin
https://www.fiscalia.gov.co/colombia/
https://www.migracioncolombia.gov.co/
https://www.defensoria.gov.co/
https://www.sena.edu.co/es-co/Paginas/default.aspx
https://www.registraduria.gov.co/
https://web.icetex.gov.co/portal
https://web.icetex.gov.co/portal
https://www.defensoria.gov.co/
https://www.procuraduria.gov.co/portal/
https://www.contraloria.gov.co/
https://www.fiscalia.gov.co/colombia/
https://pruebaw.mininterior.gov.co/sites/default/files/decreto_1066_de_2015_unico_reglamentario_del_sector_administrativo_del_interior.pdf


 

parte de la víctima, comportando repercusiones (tanto en el ámbito nacional, como al territorial) 
en los servicios que podía recibir.  
Por iniciativa de la sociedad civil y la academia, esta disposición se hizo inaplicable en 
consecuencia de la Sentencia C470 de agosto de 2016 proferida por la Corte Constitucional de 
Colombia, la cual declaró su inexequibilidad por ser una medida desproporcionada, innecesaria y 
lesiva de los derechos fundamentales: 
Al exigirle a los afectados por la comisión del delito que deben denunciarlo como condición para 
acceder a la asistencia mediata, se sacrifica un conjunto amplio de derechos en aras de favorecer 
la investigación penal que así se hace prevalecer sobre importantes prerrogativas reconocidas a 
las víctimas en la Constitución y en las leyes que ordenan su protección por el Estado. 
 
El 31 de diciembre de 2020, se expidió el Decreto 1818, el cual adopta la Estrategia Nacional para 
la Lucha contra la Trata de Personas 2020 – 2024. Su objetivo es garantizar la coordinación, 
articulación y sostenibilidad de acciones interinstitucionales para el abordaje de la lucha contra la 
trata de personas en materia de prevención, asistencia y protección de las víctimas, así como la 
gestión y generación del conocimiento, la cooperación internacional, la investigación, 
judicialización y sanción del delito nivel nacional, departamental y territorial. 
 
En la actual Estrategia, encontramos los mismos ejes transversales de la anterior, con la novedad 
que migración y fronteras entran a integrar el eje de cooperación internacional y el eje de 
seguimiento y evaluación se hace transversal a todos los otros ejes: 
 

 
 
 
  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/C-470-16.htm
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=154426
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma_pdf.php?i=154426


 

Ruta de Atención Especializada a Víctimas de la Trata de Personas 
 
La normativa reconoce la existencia de dos etapas para la asistencia y protección a las víctimas 
de Trata de personas: inmediata y mediata.  
 

La asistencia inmediata:  
 
Duración: cinco (5) días. 
Objetivo: estabilizar a la víctima y 
brindarle la atención de urgencia.  
Servicios: alojamiento temporal, 
asistencia médica, psicosocial y jurídica, 
provisión de las condiciones de 
seguridad.  
En el caso de que sea una situación de 
Trata externa, la repatriación y el 
recibimiento en el aeropuerto en el país 
de origen.  
Requisitos: Ninguno. 

 
La asistencia mediata:  
 
Duración: seis (6) meses (hasta nueve (9) 
en casos excepcionales.) 
Objetivo: restablecer los derechos de las 
víctimas.  
Servicios: retorno al lugar de origen, 
asistencia médica, psicosocial y jurídica, 
asistencia en educación (básica y 
profesional), capacitación laboral y/o 
proyectos de generación de ingresos y 
provisión de las condiciones de 
seguridad. 
Requisitos: la víctima deberá suscribir un 
acta de compromiso que incluya los 
servicios que serán proporcionados.  



 

La Constitución Política y las normas aplicables en materia de atención a víctimas prevén que en 
Colombia las víctimas tienen derecho, entre otros a:  

 
 
A continuación, las diferentes etapas de la Ruta de atención diseñada por el Estado colombiano 
(si quieres visualizar las etapas completas haz clic aquí): 
 

 

https://www.mininterior.gov.co/wp-content/uploads/2022/06/RPA-VF.pdf


 

 

 
 

 
 
 


